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a Sala Civil del Tribunal Supe-
rior de Justicia (TSJ) de Córdo-
ba hizo lugar a un recurso di-

recto, declaró mal denegado el re-
curso de casación y ordenó remi-
tir las actuaciones a la cámara de 
origen para que continúe la tra-
mitación de la impugnación, al 
concluir que, frente a la coexis-
tencia de una notificación elec-
trónica cursada de oficio por el 
tribunal y una cédula en soporte 
papel diligenciada por la contra-
parte, la demandada pudo razo-
nablemente considerar que el 
plazo para recurrir debía compu-
tarse desde la e-cédula, por lo que 
el recurso extraordinario había si-
do presentado dentro del término 
legal. La decisión fue adoptada 
por los vocales María Marta Cáce-
res de Bollati, Domingo Sesin y 
Jessica Valentini.  

El caso se originó luego de que la 
cámara declaró inadmisible por 
extemporáneo el recurso de casa-
ción interpuesto por Banco Macro 
SA, al entender que el plazo había 
comenzado a correr desde la re-
cepción de una cédula en soporte 
papel diligenciada por la parte ac-
tora. Contra esa decisión se pro-
movió recurso directo, sostenien-
do que la primera comunicación 
válida había sido la e-cédula gene-
rada de oficio por el tribunal en un 
expediente íntegramente digital, 
por lo que el término para recurrir 
recién debía computarse una vez 
perfeccionada esa notificación 
conforme al régimen específico 
previsto para las comunicaciones 
electrónicas.  

Al analizar el planteo, el Alto 
Cuerpo recordó que su doctrina 
judicial había establecido que, 
cuando coexistieran distintas for-
mas de notificación de una misma 
resolución, debía prevalecer aque-
lla que temporalmente hubiera 
puesto primero en conocimiento 
su contenido, criterio construido a 
partir del acuerdo reglamentario 
1103 y aplicado en precedentes an-
teriores. Sin embargo, aclaró que 
esa regla no podía trasladarse au-
tomáticamente al supuesto exami-
nado, ya que las particularidades 
del proceso imponían una solu-
ción diferente.  

 
Régimen 
El tribunal explicó que el expediente 
se tramitaba conforme la ley 10555, 
modificada por la ley 10855, régi-
men en el cual las notificaciones 

son practicadas de oficio por el 
órgano jurisdiccional. Verificó 
que la sentencia fue firmada y 
que las e-cédulas fueron genera-
das apenas minutos después de la 
última firma de los vocales, que-
dando inmediatamente disponi-
ble el expediente para las partes. 
Paralelamente, la cédula en papel 
había sido diligenciada ese mis-
mo día por el abogado de la parte 
actora, aunque presumiblemente 
con posterioridad a la emisión de 
las notificaciones electrónicas. 
Esa secuencia llevó al tribunal a 
concluir que la coexistencia de 
ambos instrumentos de comuni-
cación había generado una situa-
ción excepcional.  

Sobre esa base, sostuvo que la 
superposición de mecanismos de 
notificación pudo causar un razo-
nable estado de incertidumbre 
respecto del inicio del plazo recur-
sivo, circunstancia especialmente 
relevante porque el proceso era 
oral y la notificación electrónica 
había sido emitida inmediatamen-
te por la propia cámara. En esas 
condiciones, afirmó que el recu-
rrente pudo sensatamente desen-
tenderse de cualquier otra comu-
nicación posterior una vez recibi-
da la e-cédula, razón por la cual la 
notificación en soporte papel no 
podía prevalecer temporalmente 
sobre la electrónica.  

La sala añadió que la finalidad 
de la cédula electrónica consiste 
en garantizar seguridad y celeri-
dad en las comunicaciones judi-
ciales, objetivos que resultarían 
desvirtuados si el cómputo de los 
plazos quedara sujeto a una cé-
dula en papel diligenciada por la 
contraparte sin justificación. 
Destacó que una interpretación 
contraria socavaría la confianza 
en el sistema de notificaciones 

electrónicas y consagraría un exce-
so de rigor formal incompatible con 
la garantía constitucional de defen-
sa en juicio, privilegiando además 
el principio de conservación de los 
actos procesales y una interpreta-
ción amplia de las normas que re-
gulan la notificación electrónica.  

 
Perfeccionada 
En consecuencia, el tribunal de-
terminó que la notificación de la 
sentencia debía reputarse perfec-
cionada el 12 de noviembre de 
2025, conforme al régimen aplica-
ble a las e-cédulas, ya que estas 
producen efectos luego de trans-
curridos tres días hábiles desde su 
disponibilidad. A partir de ese cri-
terio concluyó que el recurso de 
casación presentado el 5 de di-
ciembre de 2025 había sido dedu-
cido tempestivamente, por lo que 
correspondía revocar la decisión 
de inadmisibilidad dictada por la 
cámara.  

Finalmente, el TSJ declaró mal 
denegado el recurso de casación, 
ordenó remitir las actuaciones al 
tribunal de origen para la conti-
nuación de su trámite, restituyó el 
depósito de ley y reguló los hono-
rarios correspondientes, consoli-
dando un criterio que, sin abando-
nar su doctrina previa sobre la coe-
xistencia de distintos medios de 
notificación, la adecuó a las parti-
cularidades de los procesos orales 
íntegramente digitalizados y prio-
rizó la protección efectiva del dere-
cho de defensa frente a la incerti-
dumbre generada por comunica-
ciones superpuestas. 

La decisión consideró que 
la coexistencia de ambos 
medios de comunicación 
generó una incertidumbre 
razonable sobre el inicio 
del plazo para recurrir 
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ntre el jueves 30 y el viernes 31 de 
julio, una ciudad de 83 mil habi-
tantes recibió, en poco más de 

veinticuatro horas, más de la mitad de 
su población. Las estimaciones oficia-
les todavía fluctúan -entre 50 mil y 60 
mil- y esa imprecisión ya dice bastante 
sobre el estado del aparato estatal que 
debía advertirlo. La mayoría entró na-
dando, bordeando el espigón del Tara-
jal, esa lengua de hormigón que hasta 
hace un mes era la frontera más vigila-
da de Europa y de pronto dejó de serlo. 
Hay al menos 67 cuerpos recuperados 
del mar; la cifra es provisoria y proba-
blemente crezca. España desplegó el 
Ejército, Pedro Sánchez viajó a Ceuta 
con su ministro del Interior y, en cues-
tión de horas, decenas de miles de per-
sonas fueron devueltas a Marruecos. El 
episodio duró menos que un fin de se-
mana largo. Sus consecuencias van a 
durar años. 

¿Qué puede pasar con los migrantes 
que no han vuelto aun a su país? ¿Se 
pueden quedar, los puede deportar el 
Estado español? 

Para encontrar respuestas a estos 
interrogantes, conviene entender el 
mecanismo legal español, porque ahí 
está lo interesante. El 29 de junio, la 
Sección Quinta de la Sala de lo Conten-
cioso-administrativo del Tribunal Su-
premo dictó la sentencia 814/2026, di-
fundida el 8 de julio. Resolvía un caso 
menor: un ciudadano argelino inter-
ceptado en el mar mientras intentaba 
llegar a nado a Ceuta y entregado de 
inmediato a las autoridades marro-
quíes. El Supremo fijó doctrina: la dis-
posición adicional décima de la Ley de 
Extranjería, que habilita el rechazo en 
frontera -las llamadas devoluciones en 
caliente-, opera cuando alguien supera 
los elementos de contención fronteri-
zos, es decir, las vallas. Quien llega na-
dando no supera ninguna barrera físi-
ca; le corresponde el procedimiento or-
dinario de devolución, con sus garantí-
as. Técnicamente impecable. Jurídica-
mente previsible. El tribunal incluso 
aclaró que nada impediría aplicar el 
régimen excepcional si se instalaran 
elementos de contención en el mar. 

Tres semanas después, esa distin-
ción dogmática entre valla y agua cir-
culaba en TikTok y en WhatsApp tra-
ducida a un mensaje operativo: “por 
mar no te devuelven”. Circulaban ma-
pas de la ruta, videos de los que ya ha-
bían cruzado, la estética del movi-
miento haraga -los que queman, los 
que destruyen sus documentos para 
no ser identificados-. Nadie necesitó 
falsificar la sentencia. Bastó con sim-
plificarla y ponerla a rodar. El Ministe-
rio del Interior sostiene que las redes 
de tráfico explotaron el fallo; organi-
zaciones humanitarias replican que las 
llegadas a nado venían aumentando 
desde antes. Ambas cosas pueden ser 
ciertas a la vez. 

Falta el tercer elemento, el más es-
pinoso. Numerosos testimonios recogi-
dos por la prensa española afirman 

que la policía marroquí dejó pasar. El 
Gobierno español lo niega de plano: 
Exteriores califica la relación con Ra-
bat de excelente e Interior asegura que 
Marruecos coopera lealmente. Pero el 
contexto está a la vista de todos: el 20 
de julio Sánchez visitó Argelia, princi-
pal rival regional de Marruecos, y 
anunció una cumbre bilateral para el 
otoño; el 23, la Comisión de Justicia 
del Congreso aprobó el dictamen que 
facilitaría la nacionalidad española a 
los saharauis nacidos bajo administra-
ción española. En 2021, cuando entra-
ron seis mil personas, la causa fue la 
atención hospitalaria a Brahim Ghali. 
La hipótesis no es descabellada. Tam-
poco es demostrable, y ahí reside exac-
tamente su eficacia. 

Ése es el punto. Puede que esta 
agresión contemporánea no consista 
en cruzar una frontera con divisiones 
acorazadas sino en ensamblar tres pie-
zas que -por separado- son inocentes: 
una vulnerabilidad jurídica producida 
por el propio Estado agredido, un vec-
tor de difusión digital que no pertenece 
a nadie, y la abstención calculada de 
un tercero. Ninguna de las tres consti-
tuye un ataque armado en los términos 
del artículo 51 de la Carta. No hay uni-
forme, no hay bandera, no hay acto im-
putable. La negación plausible no es un 
efecto colateral del método: es el mé-
todo. Sus instrumentos son personas 
reales, con hambre y con esperanza re-
ales, que mueren de verdad en el agua. 
Es la forma más barata de agresión ja-
más inventada y la que resulta imposi-
ble de responder sin quedar del lado 
equivocado de la cámara. 

La dimensión cognitiva es todavía 
más rentable. A las 48 horas, 22 jefes 
de Estado y de Gobierno europeos -
promovidos por Italia y Dinamarca- fir-
maron una carta a Costa y a Von der 
Leyen para advertir contra la instru-
mentalización de la migración y otras 
amenazas híbridas, vinculando expre-
samente la crisis con la sentencia del 
Supremo español y anunciando dispo-
sición a reintroducir controles en fron-
teras interiores. Sánchez respondió con 
su propia carta denunciando reaccio-
nes egoístas y contrarias a la legalidad 
europea. En 48 horas, sin un solo dis-
paro, alguien -o nadie, o el azar- consi-
guió que Schengen crujiera, que Espa-
ña quedara en el banquillo ante sus so-
cios y que la doctrina de un tribunal 
supremo fuera discutida en Bruselas 
como si se tratara de un acto hostil. El 
daño ya está hecho, con independencia 
de quién lo haya causado. Ésa es la de-
finición del éxito en la guerra cognitiva: 
no persuadir sino fracturar. 

De ahí que la respuesta institucio-
nal no pueda seguir organizada sobre 
la vieja partición entre defensa exte-
rior y seguridad interior. La Unión Eu-
ropea aprobó en marzo de este año el 
concepto de misión para desplegar 
equipos de respuesta rápida contra 
amenazas híbridas; el Pacto de Migra-
ción y Asilo ya contempla la instru-
mentalización como supuesto propio. 
La OTAN admite desde Varsovia que 
una campaña híbrida puede activar el 
artículo 5. Son avances, aunque insu-
ficientes, porque siguen pensando en 
términos de reacción y el problema es 
de anticipación. 

Ceuta y las nuevas amenazas
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